



[image: Imagen de Portada]






		

			Tradición y Dogmática


			Selección de obras jurídicas italianas


			Directores:


			Riccardo Cardilli


			Maria del Rosario Stoppani


		






[image: portadilla]






		

			

				

					

				

				

					

							

							Zecchino, Ortensio


							Gregorio contra Federico : el conflicto para legislar / Ortensio Zecchino. - 1a ed. - Ciudad Autónoma de Buenos Aires : Eudeba, 2022.


							Libro digital, EPUB - (Tradición y dogmática. Selección de obras jurídicas italianas)


							Archivo Digital: online


							ISBN 978-950-23-3299-4


							1. Derecho. I. Título.


							CDD 340.1


						

					


				

			


			[image: ]


			Eudeba


			Universidad de Buenos Aires


			[image: logo]


			Centro di Studi Giuridici Latinoamericani 


			Università di Roma ‘Tor Vergata’


			Primera edición: marzo de 2023


			© 2023


			Editorial Universitaria de Buenos Aires


			Sociedad de Economía Mixta


			Av. Rivadavia 1571/73 (1033) Ciudad de Buenos Aires


			Tel: 4383-8025


			www.eudeba.com.ar 


			Título original: Gregorio contro Federico. Il conflitto per dettar legge.


			Traducción: David F. Esborraz


			Diseño de tapa: Sue Takahashi


			Corrección y composición general: Eudeba


			Queda rigurosamente prohibida, sin la autorización escrita de los titulares del “Copyright”, bajo las sanciones establecidas en las leyes, la reproducción parcial o total de esta obra por cualquier medio o procedimiento, incluidos la reprografía y el tratamiento informático.


			Inscripción ley 11.723 en trámite


			ISBN edición digital (ePub): 978-950-23-3299-4


		




		

			Presentación de la obra(1)


			Con la colección intitulada Tradición y Dogmática. Selección de obras jurídicas italianas nos hemos propuesto ofrecer al público hispanohablante una antología de obras italianas de derecho publicadas en las últimas decadas, traducidas al español, en las que se reflexione sobre alguna de las cuestiones más salientes del derecho actual. 


			Las obras italianas que se incluyen en esta colección son de utilidad para cualquier tipo de lector y de contenido interdisciplinario, es decir, no vinculadas exclusivamente a un sector particular de la ciencia jurídica. 


			Es por ello que no es casual que hayamos decidido iniciar esta colección con la obra de Filippo Gallo (desgraciadamente fallecido en agosto de 2019) en la que el maestro turinés se encargó de analizar la definición de derecho elaborada por el jurisconsulto romano Celso hijo en el siglo II d.C. (ius est ars boni et aequi/derecho es el arte de lo bueno y de lo igual), la cual expresa una concepción del derecho antitética de la concepción normativa y formal propuesta por Hans Kelsen en la primera mitad del siglo XX. 


			Por esta misma razón se ha decidido publicar ahora, como segundo volumen de la colección, la traducción castellana de la obra de Ortensio Zecchino intitulada Gregorio contra Federico. El conflicto para legislar. Como la de Filippo Gallo (Celso y Kelsen. Para la refundación de la ciencia jurídica), también esta es una obra histórico-jurídica que centra su atención en un conflicto entre personajes históricos, como son el papa Gregorio IX y el emperador del Sacro Imperio Romano, Federico II. En este caso, Zecchino nos proyecta en el contexto histórico del siglo XIII, mediante un trabajo puntual y rico, con una escritura llana, que impone una lectura en secciones. 


			La idea principal es la del conflitto, idea que impregna todas las secciones del relato, como anillos concéntricos que nos guían hacia contenidos más profundos de un debate de naturaleza político-jurídica de fundamental importancia, que contrapone el Papa y el Emperador, el poder religioso y el poder temporal, la Iglesia de Roma y el Imperio.


			Ortensio Zecchino guía al lector en este viaje histórico con maestría, partiendo de una cuestión de naturaleza filológica vinculada a la tradición textual de la Constitución del Reino de Sicilia de Federico II (sobre una variante terminológica de nature gremio/de nostro gremio), y abriéndose en la búsqueda de las razones de las variantes, evidenciando cómo ellas constituyen el resultado de un conflicto más profundo que afectaba el fundamento mismo del poder del emperador respecto del pontífice de crear derecho. 


			El conflicto se desplaza entre una concepción del ius en términos de ius naturale como límite inderogable impuesto al legislador, y del cual el emperador es guardián, y el de un ius de creación eminentemente política, con total autonomía respecto de los valores que se consideran trascendentales.


			Se trata de problemas que tocan niveles profundos de contenido de nuestra cultura jurídica de enorme actualidad, en una dialéctica que se expresa en el conflicto entre ethos y nomos, entre oikos y polis, entre mos y lex, entre auctoritas e imperium, entre sociedad y Estado, entre derechos fundamentales y legislación.


			Todos ellos son temas de gran actualidad y que luego de la lectura del trabajo que aquí se publica podrían llegar a comprenderse en una dimensión más profunda y consciente. 


			Por último quisiéramos agradecer de nuevo muy especialmente a la Editorial Eudeba por la entusiasta acogida dada a esta nueva colección y por el apoyo brindado para hacerla realidad. El hecho de tratarse de una editorial vinculada a una de las universidades más destacadas de América Latina nos permitirá, a través de esta iniciativa, consolidar el profundo diálogo ya existente no solo entre la ciencia jurídica italiana y la argentina, sino también con la de los demás países iberoamericanos. 


			Roma, mayo de 2021


			Riccardo Cardilli 


			Director de la colección


			

				

					1. Traducción de David F. Esborraz.


				


			


		




		

			Advertencia


			“...citar los textos no es suficiente, es preciso traducirlos siempre para uno mismo y lo más frecuente posible, incluso para el lector. Sin embargo, la traducción del latín implica un ejercicio muy delicado”. Siguiendo las huellas de la invitación de Marc Bloch,(1) nosotros también hemos decidido ofrecer una traducción española de los textos latinos mencionados, pese a la particular dificultad que conlleva especialmente por el acercamiento a los textos jurídicos medievales (en efecto, Bloch nos enseña que “no hay nada más mutable que el vocabulario jurídico medieval”).(2) 


			Los textos latinos tomados en consideración se presentan en su traducción al español. En esos casos, además de la mención de la fuente, en la nota se indica incluso el texto latino usado, pero solo cuando ello se considera particularmente útil a fin de permitir al lector un acercamiento sin mediación alguna. 


			En los casos en que se hace mención a fragmentos de autores, a partir de obras en el idioma original o de traducciones italianas, se ofrece una traducción española en la que se indica la fuente usada. 


			En el Apéndice, se menciona el texto completo de las constituciones en latín con su traducción al español; de ellas se han tomado los fragmentos citados en esta obra, según los criterios definidos en aquel contexto.


			

				

					1. Bloch, 1993, p. 187.


				


				

					2. Bloch, 1993, p. 26.


				


			


		




		

			Quis custodiet custodes?


			Forzando el sentido original sería posible, por medio de esta pregunta, resumir la motivación última de aquel conflicto que sacudiendo la Europa del siglo XIII vio el duro enfrentamiento entre Gregorio IX, pontífice de la Santa Romana Iglesia, y Federico II, emperador del Sacro Imperio Romano y rey del Reino de Sicilia. 


			En efecto, a Federico, quien creía ser soberano-legislador autónomo, aunque respetuoso custodio de la orden natural-divina in temporalibus, se oponía el papa, cuya misión era precisamente custodiar al custodio.


			A lo largo de los siglos sucesivos, la relación entre poder y moral asumió unas formas muy variadas, hasta llegar a las clamorosas fracturas en los Estados totalitarios europeos del siglo XX, de las que procedieron desmesuradas tragedias. A partir de su derrota, se ha desarrollado en la conciencia colectiva la doble exigencia de anclar los ordenamientos estatales a unos principios universales establecidos en las Cartas constitucionales estatales y en las Cartas de los derechos con valor internacional. De esta forma, se establecían unas nuevas autoridades, de mayores poderes con respecto al mismo poder legislativo soberano de los Estados (Cortes constitucionales internas o nacionales y Cortes internacionales), con función de custodios de la nueva legalidad compartida. 


			Mirando hacia atrás, es posible percibir dicha interpretación como el resultado de una muy larga tribulación que se dio en Occidente debido a la ruptura de la unidad espiritual en la Grecia del siglo V a.C. y que, adormecida a lo largo de los siglos, volvió a despertar precisamente en el conflicto explotado en el siglo XIII. 


			Desaparecido lo que quedaba del poderoso Estado romano, Europa ingresó en una larga época de sombras, caracterizada por una generalizada ausencia de poderes políticos estables, una generalizada ruralización, una fuerte contracción demográfica y un empobrecimiento de toda la población. En el nuevo milenio empezaron a manifestarse los signos de una lenta recuperación, no solo en el marco socio-económico sino también en la política, gracias a la reconstrucción de poderes políticos efectivos que deseaban imponerse como entidades autónomas. El mundo del derecho, hasta aquella época sometido a la costumbre, vio un progresivo regreso a la ley como renovada expresión de poderes soberanos embrionarios y como medida esencial de gobierno. El rex iustus, es decir, el rey que solo es juez de la tradición, en esta nueva época comenzó a transformarse en rex legislator. Dicho proceso llegó a su plenitud en el siglo XIII. En efecto, precisamente en aquel siglo fue posible comprobar, en casi toda Europa, un general -aunque efímero- impulso a la codificación (Drang zur Kodification). De hecho, a lo largo de cincuenta años, entre 1231 y 1281, en muchos reinos se advirtió la aparición de sólidas normas escritas con valor “constitucional”, originando así en las cortes de aquella época la primera ola de codificaciones bajo el ímpetu de nuevas necesidades emergentes y gracias a la presencia de juristas que conocían el modelo de codificación de Justiniano. 


			La legislación de Federico II marcó el apogeo de este proceso. Conjuntamente, en la Europa profundamente cristianizada, el papado, reconocido como guía espiritual máxima de la Respublica christiana, se afirmó progresivamente no solo como fiador de la correcta aplicación del derecho natural-divino (en eso fue posible percibir algo parecido a una antelación de las funciones de las modernas Cortes Constitucionales), sino también como máximo revisor de la “moralidad” en los actos de los soberanos seculares; según ellos, la única medida para la obtención de la salvación eterna era la obediencia incondicionada. En este sentido muy significativas fueron las palabras que Gregorio VII dirigió a Guillermo el Conquistador: “Reflexionad sobre la necesidad de obedecerme sin demora alguna, para que puedan llegar a la tierra de los vivos”. 


			Se trata de palabras “reales” escritas en un contexto histórico preciso, a las que Dostoyevski dará vida nueva en la provocadora “irrealidad” del personaje del Gran Inquisidor, quien para salvar a la humanidad declaró muy ingenuamente su deseo de liberarla de aquella carga, “origen de tantas angustias”, que es la libertad, asumiendo el mismo el peso, pero pretendiendo una obediencia ciega. 


			Tomando en cuenta estas nuevas perspectivas eclesiológicas, Gregorio IX, papa docto e intransigente, acogió con mucha preocupación la noticia de que el emperador y rey Federico II estaba a punto de promulgar una consistente Constitución para su Reino de Sicilia, que además, estaba formalmente sometido al dominio feudal de la Iglesia. Debido a su carga innovadora, la Constitución, cuyo objetivo era reorganizar y reformar la vida de la sociedad del sur de Italia, fue percibida por el papa como potencialmente subversora o por lo menos violadora de aquella orden superior de la cual él mismo, por delegación divina, se sentía intérprete y custodio exclusivo: “Sabemos que tu objetivo es promulgar nuevas leyes, de lo que necesariamente se deriva que te tachen de perseguidor de la Iglesia y subversor de la libertad pública”. 


			Pese a su firme propósito de respetar con sus leyes esa misma orden superior, caracterizada en aquella época por una “fuerza” objetivamente vinculante, Federico reclamaba de todos modos para sí la tarea de interpretarlo y ponerlo en marcha, afirmando la procedencia divina incluso de su propio poder; en resumidas cuentas, reivindicaba su dominio total en el marco del derecho positivo.


			El conflicto áspero e irreductible entre los dos, incrementado por ulteriores motivaciones contingentes, acabó con la segunda excomunión por parte del papa, que marcó la ruptura definitiva de la unidad espiritual de la Respublica christiana. 


			Ya fallecidos, el conflicto explotó con violencia aún mayor entre sus sucesores hasta llegar a los trágicos y notorios sucesos que llevaron al aniquilamiento físico de los últimos herederos de Federico II. 


			Algunas décadas después, el eco de aquel conflicto llegó a los scriptoria, donde se iban recomponiendo los textos de la Constitución de Federico, manzana de la discordia con el papado. Aquellos textos, cuya atormentada transmisión se debe a un conjunto de motivaciones, estuvieron entonces sometidos a distintas manipulaciones. Entre ellas, las que se refieren a un fragmento crucial de la Constitución dedicado al origen del derecho y como consecuencia, incluso al asunto de los límites del poder del legislador secular. Las fuentes actualmente disponibles con respecto al punto, ofrecen en efecto al menos tres lecciones, distintas y opuestas, entregando a nuestra época una auténtica intriga filológica. 


			El objetivo de este estudio es el análisis de las causas, del desarrollo y de la conclusión de aquel conflicto épico, pero que se enfrenta también al “carácter policíaco ” de dicha maquinación, en el intento de traer a la luz la “verdadera” lección y desenmascarar a los manipuladores y calculadores, autores de las “falsas” lecturas.


			Sin embargo, a través de un análisis histórico más profundo, el conflicto alimentado por factores contingentes ha mostrado su intrínseco valor universal por ser expresión de la contienda universal entre “conciencia y acción política por un lado y conciencia y acción moral por otro”,(1) entre la absoluta autorreferencialidad del poder político y su sumisión a vínculos ineluctables y en resumidas cuentas, para ser expresión de la antítesis, antigua y equívoca, entre juspositivismo y jusnaturalismo, pese a que en nuestra época, incluso esa segunda palabra se haya purificado de todo valor trascendente relacionandose así a su matriz histórica.


			

				

					1. Croce, 1943, pp. 340-341.


				


			


		




		

			I. La Constitución de Federico para el Reino de Sicilia: manzana de la discordia con el papado 


			1. Recelo del papado hacia las recién nacidas monarquías


			No existe otro acontecimiento similar al que estamos a punto de exponer que exprese con mayor evidencia y dramaticidad las tribulaciones que conciernen al renacimiento del derecho positivo en el Occidente europeo al tiempo de la decadencia de los poderes políticos,(1) después de la larga supremacía del derecho consuetudinario. 


			Con “el renacimiento del siglo XII” (para mencionar el título del célebre ensayo escrito por Charles Haskins),(2) del cimiento se asoma la exigencia de un tipo de derecho adecuado al nuevo contexto. Igualmente, surgen los nuevos poderes políticos que intentan fortalecer su ius condende legis, es decir, su derecho a promulgar leyes debido a las necesidades de satisfacer las exigencias de las nuevas épocas, así como de realizar nuevas estructuras constitucionales, es decir, superando el cuello de botella constituido por la codificación justinianea y por las Sagradas Escrituras. 


			Pese a manifestarse a favor de los nuevos reinos, cuyo desarrollo hubiera debilitado sin duda alguna la supremacía de su declarado enemigo histórico, es decir, el Imperio,(3) el papado exhibía una gran aprensión por su pretensión de condere novum ius, o sea, de promulgar nuevas leyes. En efecto, el papado consideraba dichas leyes como potenciales subversoras del ordenamiento superior, custodiado y garantizado por él mismo. De eso surgió el “escándalo” evocado por Gregorio IX al recibir la noticia de la inminente promulgación de “nuevas constituciones” por parte de Federico II, a la cual se hará mención más adelante. 


			De todos modos, existían incluso otras razones más específicas, por las cuales la hazaña legislativa de Federico II se enfrentaba con la hostilidad inamovible del papado. 


			A la hora de recibir la noticia según la cual Federico II, rey del Reino de Sicilia y emperador del Sacro Imperio Romano, estaba a punto de promulgar una voluminosa Constitución para su reino, el papa fue asaltado por las preocupaciones concernientes a las posibles invasiones de las competencias exclusivas de la Iglesia (por lo que se refiere a matrimonio, familia, usuras y herejías) así como a las posibles reducciones de la libertas ecclesiae (cuya base se encontraba en la pretensión de exención de personas y bienes eclesiásticos de la fiscalidad y de la jurisdicción regia). 


			Luego de la promulgación, las preocupaciones del papa resultaron ser fundadas y se volvieron acusaciones concretas.


			El enfrentamiento tuvo lugar de manera formal con Federico II, en cuanto legislador del Reino de Sicilia, estallando de forma más violenta porque siendo él emperador del Sacro Imperio Romano quiso otorgar un valor universal a su Constitución. En efecto, en muchos de sus fragmentos se percibe dicho rastro, por ejemplo, al afirmar que su imperium procedía de la lex regia de imperio,(4) la cual había sancionado la plenitud de los poderes imperiales en virtud de un mandato plebiscitario del pueblo romano. La declaración aparecía como un verdadero desafío al papado que, de hecho, reaccionó con palabras cortantes.(5) 


			La verdad –según las palabras de Francesco Calasso– es que “la separatio entre el reino y el imperio [...] constituía la frágil cortina de una ficción jurídica: la unión personal. Sin embargo, esa cortina desaparecía totalmente a la hora de estar envuelta dejándose quemar por aquella luz demasiado viva y cálida perteneciente al concepto mayestático de Federico: el Imperium”.(6) 


			2. Especulares sospechas del Imperio


			Por otro lado, incluso el Imperio consideraba las nuevas realidades políticas –reinos y municipios– como probables usurpadoras de sus propias competencias antiguas y exclusivas, principalmente aquellas concernientes a la potestad legislativa. 


			Animado por el ansia de restablecer el Imperio en su plenitud así como de sentirse heredero de la romanidad imperial, Federico Barbarroja se hizo proclamar, en la Dieta de Roncaglia (1158), gerente supremo de la Respublica cristiana y titular único de la plena potestad legislativa, aconsejado por los cuatro catedráticos boloñeses Martino, Bulgaro, Jacopo y Ugo. Esa fue la premisa para llamar, de forma despreciativa, reguli a los reyes y usurpador al rey de Sicilia. Por otro lado, ya en 1135, algunos años después de su proclamación del reino, Roger II había sido designado por el muy influyente Bernardo de Claraval (1090-1153) como usurpator siculus et invasor regni. Mediante esa definición, él había recordado al emperador Lotario sus deberes de gerente de la integridad del Imperio, “porque quien se proclama rey de Sicilia se pone sin duda alguna contra la autoridad del Imperio”.(7) 


			Es notoria la disputa entre el mismo Federico I Barbarroja y los municipios del norte de Italia, que concluyó con su derrota en la batalla de Legnano y con la consiguiente obligación de reconocer a los mismos municipios (Paz de Constanza de 1183) unos espacios de autonomía bastante amplios (potestad estatutaria, derecho a acuñar moneda e imponer tasas, administración de la justicia, derecho a armar ejércitos). 


			Unos años después, el conflicto volvió a estallar debido al nacimiento de la segunda Liga Lombarda. Su nieto Federico II se vio entonces obligado a decidir la abrogación de aquel tratado pese a que, por las disposiciones que contenía, se considerase como la Magna Charta de derechos y libertades municipales. Además, había alcanzado una fuerza así de relevante en el contexto de la conciencia política de ese tiempo, al punto que los catedráticos boloñeses la incluyeron en el Corpus iuris como fuente de sapientia legalis. 


			Empero, el mismo Federico II, que en las zonas del norte de Italia custodiaba con celo las prerrogativas imperiales, en el sur se complacía con encarnar el arquetipo del monarca celoso de su propia autonomía. A fin de cuentas, era un “monstruo oculto de doble cara, emperador y rey de Sicilia”,(8) conllevante de toda la carga de contradicciones procedentes de su doble cargo. 


			Es preciso observar que este enredo de conflictos empezará a disiparse en el mismo siglo XIII, porque en aquel entonces y en los primerísimos años del siglo siguiente se dio la derrota de los dos grandes antagonistas –papado e imperio– junto con el comienzo del recorrido de avance de los reinos. En efecto, con Federico el concepto de imperio verá sus últimos resplandores de gloria antes de apagarse. 


			Gracias a los grandes papas del siglo –desde Inocencio III hasta Bonifacio VIII, Gregorio IX e Inocencio IV– se verán arrolladas incluso las veleidades universalísticas del papado hierocrático. En efecto, la disputa entre Bonifacio VIII y el rey de Francia Felipe el Hermoso será causa del triunfo de las pretensiones de autonomía de los nuevos reinos, debido a la derrota del primero. 


			Tocará a las monarquías, entidades precursoras del Estado moderno “detonante quid medium clavado entre orbis y urbis y verdadera fuerza revolucionaria, borrar para siempre la milenaria visión universalística del mundo”.(9) 


			3. Ciencia jurídica meridional en apoyo a la “soberanía” del rey de Sicilia


			A fin de introducir los complejos acontecimientos concernientes a la disputa entre Gregorio IX y Federico II, parece ser útil retomar en consideración el pensamiento de dos grandes juristas que actuaron con más de dos siglos de distancia. Sin embargo, ambos interpretan perfectamente la tribulación de la ciencia jurídica meridional en la afirmación de la plena soberanía del rey de Sicilia y su consiguiente ius condere legem. 


			En particular, se tomarán las opiniones del primero y del último de los más relevantes comentadores de la Constitución de Federico: Marino de Caramanico, cuya actividad se remonta al período inmediatamente sucesivo al fallecimiento de Federico II, y Matteo D’Afflitto, activo a comienzos del siglo XVI. Prescindiendo del mayor rigor metodológico y expresivo del segundo, por la misma evolución de la ciencia jurídica, es posible en absoluto superponer cuestiones y argumentaciones adoptadas por ambos juristas para afirmar la soberanía del rey de Sicilia, aunque los separen aproximadamente doscientos cincuenta años. 


			Marino de Caramanico, autor del aparado novus de glosas a la Constitución de Federico, habló del tema en el Proemio a su comentario. Después de unas expresiones introductivas y de una clara afirmación del hecho de que al emperador le corresponde promulgar leyes (“cui soli concessum est condere legem”)(10) pone de manifiesto su “osadía” en sostener que en su reino, el rey puede legislar como si fuera un emperador (“audacter dicimus [...] regni sui posset rex constitutionem facere [...] unde sicut imperatoris, ita regis est proprium condere legem”).(11) En aquel audacter se encuentra todo el desafío de romper con los principios consolidados y apoyados por el pertinaz de turno (pertinax)(12) aún anclado a la idea del monopolio legislativo del emperador, y todo el valor de abrir un nuevo camino hacia la unión entre ciencia y vida. De ahí la sucesión de argumentos para sostener las tesis que él mismo consideraba “osadas”; “...reyes y emperadores son ambos ungidos y consagrados [...] al punto que, a la hora de dirigirse a un rey, cualquier súbdito escribe: ‘A la sagrada majestad del rey...’”.(13) “De eso, el hecho de que el reino constituye el dominio total y pleno del rey y a él mismo le pertenece el gobierno del reino”.(14) Además, tanto el Código como el Digesto de Justiniano en el título De constitutione principum no hacen una distinción entre el rey y el emperador, porque la palabra “príncipe” se refiere simplemente a quien no tiene superior alguno.(15) 


			Los reinos existían antes de los imperios. El mismo Imperio romano es el fruto de la conquista de un conjunto de reinos. El Imperio, debido al surgir de los nuevos reinos y perdiendo unas partes de su dominio está hoy sometido exactamente al mismo hado que infligió a los demás: “...lo que antes hizo injustamente, hoy sostiene una buena causa” (“quod iniuste fecit, iuste sustinet”).(16) En la disputa no asume ninguna importancia el hecho de que en el Reino de Sicilia estuviese en vigor el derecho romano –que en aquella época, aunque con algunos cuestionamientos, jugaba el papel de derecho del Imperio– ya que el fenómeno se dio incluso en otros países como Francia, notoriamente no sometida al Imperio. 


			Además, añade Marino, el delito de lesa majestad protege al rey así como al emperador. Quien afirma lo contrario, no se entera de que también al rey se le da el trato de “majestad”.(17) 


			Concluyendo, tanto al rey como al emperador les tocaban un fisco y la oportunidad de disfrutar de todos los iura regalia.(18) 


			De todas las argumentaciones resulta un acuerdo total con el célebre enunciado: rex in regno suo superiorem non recognoscens est imperator, objeto de una antigua disputa entre dos historiadores italianos, Francesco Ercole y Francesco Calasso. El primero apoyó el origen francés(19) del enunciado, mientras que el segundo confirmó su procedencia del sur de Italia, exactamente en la época de Marino de Caramanico, a quien se debe la primera justificación orgánica de su amparo.(20) 


			Sucesivamente a la justificación de la tesis que concierne al derecho total de un rey a promulgar leyes en su reino, y gracias a esas consideraciones generales, Marino objeta la tesis según la cual existe una limitación al referido poder con respecto al rey de Sicilia, porque su reino es un feudo de la Iglesia. Según el comentador ese factor no se opone en ningún caso a la total libertad y autonomía del rey de Sicilia en su reino. Todo eso se demuestra gracias a sutiles argumentaciones al límite de las argucias, que llevan a concluir que al señor feudal solo le tocan el dominio directo y la posesión civil, mientras que el vasallo posee el dominio útil y natural que se debe privilegiar con respecto al primero.(21) Se dispone también de un conjunto de otras argumentaciones a fin de demostrar que el Reino de Sicilia permanece libre y autónomo con respecto al Imperio. 


			Es sorprendente notar como doscientos cincuenta años después del trabajo de Marino, Matteo D’Afflitto, otro jurista medieval de relieve, haya vuelto a proponer en los Praeludia a su comentario de la Constitución de Federico(22) los mismos asuntos con la misma vis polémica hacia posibles oposiciones, pese a su uso de otro estilo y de una más rica argumentación. 


			Incluso los Praeludia comienzan con lo siguiente: “En sus reinos los reyes pueden promulgar leyes”.(23) Luego se vuelve a proponer argumentaciones que se refieren a la plena analogía entre el rey en regno suo y el emperador,(24) así como las que se refieren a la prioridad temporal de la dignidad regia con respecto a aquella imperial;(25) al hecho de que el delito de lesa majestad se puede referir al emperador así como al rey;(26) al rey que en su reino no reconoce a ningún superior y se debe considerar como parecido al emperador;(27) al Reino de Sicilia que es independiente del Imperio, pese a usar el derecho romano, así como el Reino de Francia claramente libre de la dominación del Imperio;(28) al reconocimiento de los iura regalia, fisco incluido, al rey de Sicilia;(29) al hecho de que el Reino de Sicilia pese a estar infeudado a la Iglesia permanece en su condición de autonomía total disfrutando del dominio útil, mientras que a la Iglesia le corresponde el mero dominio directo.(30) 


			Es evidente que mientras la doctrina se atormentaba con respecto a si el ius condende legis y el fiscus le correspondieran tanto al rey como al emperador –especialmente a un rey sometido de manera formal a señorío feudal– y siguió haciéndolo en los siglos sucesivos, Federico, siguiendo las huellas de su abuelo Roger, fundador del reino,(31) sin dar importancia a dichos conflictos promulgó lo que ha sido identificado como “el más extraordinario monumento legislativo laico de la Edad Media”,(32) cuyo objetivo era reglamentar cada dimensión de la vida de su reino. 


			De todas formas, es preciso añadir que con relación al límite al poder de promulgar leyes, constituido por el respeto del derecho natural junto con el correspondiente poder de control por parte del papa, D’Afflitto parece expresar su pleno acuerdo con las tesis de la curia romana a la hora de declarar en la VI Quaestio el perentorio principio según el cual “el derecho natural tiene más poder que cualquier príncipe”.(33) Dicho principio se refuerza gracias al explícito reconocimiento del poder perteneciente al papa de corregir un derecho positivo que viola el derecho natural: “El papa tiene el poder de corregir el derecho positivo”.(34) En este sentido, según el jurista de Nápoles, aún a comienzos del siglo XVI se le reconocía al papa el poder de intervención in temporalibus, ratione peccati.
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			II. Turbación del papa ante la noticia de la preparación de la Constitución 


			1. Una carta severa para desalentar a Federico de seguir con su empresa


			Cabe decir que al difundirse la noticia de la preparación de una importante e imponente Constitución para el Reino de Sicilia por parte de Federico II, el papa Gregorio IX(1) se inquietó y al entender que la obra estaba a punto de concluirse intentó suspenderla. Bramó frente al “escándalo” en dos cartas del 5 de julio de 1231, dirigidas a Federico y a Jacobo, arzobispo de Capua, considerado magna pars en la redacción del texto. 


			Es oportuno leer al menos las partes más relevantes de las dos cartas: 


			A Federico: 


			Nos hemos enterado de que, por tu iniciativa personal o seducido por malos consejeros, te propones promulgar nuevas leyes, de lo que necesariamente se deriva que te tachen [ex quiubus sequitur ut dicaris...] de perseguidor de la Iglesia y subversor de la libertad pública [...]. ¿Quién podrá con corazón insensible escuchar los previsibles gritos de dolor de los muchos que padecerán? [...] Entonces, para que de ningún modo avance lo que ni siquiera se habría debido iniciar [ne igitur veniat ad progressum quod non est ullatenus inchoandum], solicitamos [...] que advirtiendo con sabiduría que similares novedades suscitan automáticamente graves escándalos, no permitas que se te induzca a llevar a cabo algo que puede ser imputado en tu contra, así como en contra de nosotros como reprochable, dado que ni a ti es lícito hacerlo ni a nosotros tolerarlo.(2) 


			Al mismo tiempo, el papa escribió lo siguiente a su arzobispo de Capua: 


			Pobres de quienes promulgan leyes inicuas y ponen por escrito la injusticia; [...] tú estás escribiendo [...] Constituciones que atentan contra la salvación y suscitan enormes escándalos. Quizá, tú estés acostumbrado a usar hojas de higo como perizoma debido a que presentas como excusa el hecho de que no eres el legum dictator, sino solo el calamus scribentis, sin mostrar vergüenza alguna a la hora de provocarnos, precisamente a nosotros que no podemos tolerar esas leyes en absoluto...(3) 


			Entonces, sin conocer todavía su contenido, habiendo recibido únicamente la noticia de la inminente publicación de la Constitución, el papa decidió escribir ambas cartas en concreto severas y amenazantes; en efecto, evocando el escándalo(4) se hace referencia de manera implícita incluso a la posible sanción: la excomunión para quien se hubiera atrevido a promulgar el texto así como para quienes hubieran osado participar en su redacción. 


			A continuación, analizaremos el sentido recóndito de las fuertes acusaciones dirigidas a Federico, especialmente aquella según la cual “nuevas leyes suscitan” automáticamente “graves escándalos” y de ellas “se deriva necesariamente que te tachen de perseguidor de la Iglesia y subversor de la libertad pública”. 


			La indignación del papa cayó como rayos incluso contra el arzobispo de Capua, Jacobo Amalfitano, unido de forma especial al soberano suabo, y entre los principales miembros de la comisión que se ocupó de redactar la Constitución; sin embargo, él habla con mayor severidad puesto que se dirige a su propio subalterno. El incipit de la carta, tomado de Isaías (“¡Ay de ustedes, que dictan leyes injustas y publican decretos intolerables!”, 10,1), le sirve al papa para no dejarle al obispo ninguna escapatoria, puesto que él “utiliza como pretexto el hecho” de no ser “el legum dictator sino solo el calamus scribentis”. 


			Dictare se refiere a la autoría de textos escritos. Los raros testimonios del uso de la expresión legum dictator confirman dicho significado.(5) Condere leges parece tener el mismo sentido. Ricardo de San Germán usa la misma expresión para dar la noticia de que en junio de 1231 se estaban redactando los textos de la Constitución melfitana.(6) Parecen tener el mismo valor incluso las expresiones auctor iuris y scriptor legum.(7) 


			Así pues, condere leges, dictare leges y scribere leges refieren a la actividad de elaboración y composición de los textos, mientras que ser calamus scribentis indica más bien el rol de redactor material. 


			Quitándole entonces a su obispo la coartada de ser únicamente el calamus scribendi del texto incriminado, Gregorio IX pretende hacerlo responsable, no solo desde el punto de vista moral sino también el jurídico. Dichas responsabilidades procedían de una disposición promulgada por Federico el día de su coronación en la Basílica de San Pedro, en su primera acción como emperador. La disposición, que tenía valor en todo el territorio del imperio, reza lo siguiente: “Ordenamos que se consideren abrogados cada estatuto y costumbre [...] contra la libertad de la Iglesia [...] A partir de este momento se deberá considerar como infames a corregidores, cónsules, rectores, juristas y scriptores dictorum statutorum”.(8) 


			El papa entonces, debido a su temor –que luego resultará justificado– de que la nueva ley que Federico estaba a punto de promulgar como rey del Reino de Sicilia pudiese perjudicar la libertas ecclesiae, recordaba de forma implícita a su obispo que otra ley, promulgada por el mismo Federico y esta vez en calidad de emperador, condenaba incluso a quien hubiese simplemente colaborado como jurista a la redacción de aquella nueva ley. 


			2. Temor a violaciones de principios teológico-eclesiológicos


			2.1. El derecho “nuevo” en cualquier caso presagiador de “escándalos”


			En su carta a Federico, Gregorio hace hincapié dos veces en la “novedad” de la Constitución, que en sí misma ya anunciaba muchos males:


			...te propones promulgar “nuevas” constituciones [novas edere constitutiones], de lo que necesariamente se deriva [ex quibus necessario sequitur ut dicaris] que te tachen de perseguidor de la Iglesia y subversor de la libertad pública [...] similares “novedades” [huismodi novitates] suscitan automáticamente graves escándalos.(9) 


			Como ya se ha expresado, la palabra “escándalo” aparece incluso en la carta dirigida a Jacobo, arzobispo de Capua. Para comprender el sentido y el motivo de dicha insistencia papal, así como el hecho de que Federico en una Nueva Constitución redactada unos años más tarde percibirá la necesidad de justificar la intención de elaborar “nuevas” leyes (nova iura, Const. I, 38), es preciso recalar en el espíritu y en el pensamiento de aquella época. 


			¿Por qué gritar escándalo? ¿Cuál es el sentido de la intimación papal? 


			El empleo de esa palabra no es casual, pues tiene un preciso valor teológico-canónico. La palabra escándalo –que tenía originalmente significado de perturbación del orden social y, en sentido más amplio, de pelea– lleva a partir de la Alta Edad Media una connotación ética con el específico significado de violencia capaz de turbar la paz social.(10) En el lenguaje eclesiástico, la palabra escándalo se convierte en un sinónimo de pecado que no altera únicamente la condición espiritual del individuo, sino que por su gravedad y su relevancia a nivel público aturde la conciencia de toda la comunidad cristiana (corpus christianorum), atentando contra la salvación colectiva y la paz de los feligreses.(11) 


			En plena lucha de las investiduras y en particular cuando la Iglesia afrontaba una disputa de vital importancia por ella misma, Gregorio VII amonestó a Enrique IV para que no ocasionara escándalo con su actitud hacia la Iglesia. 


			El hecho de que Gregorio IX decidiese escribir que la nueva Constitución suscitaría “escándalo” y atentaría contra la salvación general indica que él lo consideraba un peligro notable; además, por ese medio intentaba dar a entender a Federico, con tono de amenaza, que existía el riesgo de tener que acusarlo ante la comunidad de los feligreses. Incluso en otra ocasión, acusando a Federico por vejar a los súbditos, Gregorio IX acompañó su imputación evocando el scandalum fidelium populorum generado por el hecho imputado.(12) El hecho de tachar las “villanías” de Federico como generadoras de “escándalo” es significativo y muestra la alerta papal debida a la conducta del suabo, pero sobre todo constituye un ardid para establecer de antemano las condiciones apropiadas para recurrir a la excomunión


			Es difícil no percibir en la amonestación del papa el eco de las palabras de Jesús: “¡Ay del mundo por los escándalos! [...] ¡Ay de aquel hombre por quien el escándalo viene!” (Mt. 18, 7). 


			¿Pero por qué una nueva ley debía de ser ocasión de escándalo? 


			El historiador israelí Joshua Prawer, reconociendo la opinión difundida en aquella época, usó la feliz expresión “horror medieval”(13) con respecto a las novedades legislativas que desde siempre se percibían con desconfianza; por otro lado, desde siempre se le1 reconocía valor legitimante a las vetustas, según el notorio brocardo romano: vetustas pro lege semper habetur. 


			Las nuevas leyes debían ser mera ejecución del derecho natural-divino en el ámbito temporal, de cuya interpretación auténtica el papado pretendía ser el único depositario. En efecto, como se explicará de forma más detallada,(14) por medio de la teorización de la necesidad de una intervención ratione peccati en las cuestiones temporales la eclesiología de aquella época abrió el camino a verdaderas medidas de sanción hacia los soberanos violadores de la orden natural-divina. 


			Con esas premisas, una novedad de carácter legislativo propiamente dicha solo podía generar preocupaciones, sospecha y potencialmente “escándalo”, incluso por dirigirse especialmente al marco público, cuyo dominio no pertenecía ni a la costumbre ni a las elaboraciones por parte de los juristas, sino a quien tenía el poder político. Como se verá, Federico a su vez pretendía ser él mismo el intérprete de dicha orden eterna; además, amaba conferir un carácter de eternidad a sus actos autónomos de “interpretación”. En realidad, casi siempre a sus leyes se aplicaba la fórmula in perpetuum valitura.(15) 


			En conclusión, es preciso notar en forma significativa que en el testamento que dictó a la hora de su muerte, Federico quiso declarar necesario “eliminar cualquier razón de escándalo”.(16) 


			2.2. Temidas violaciones del derecho natural y amenaza implícita de intervenciones sancionadoras ratione peccati 


			Al mismo tiempo, en aquella época la Iglesia –desarrollando de manera consecuente las teorizaciones definidas aproximadamente ciento cincuenta años antes por Gregorio VII a través de su revolución– iba dando un vuelco a su antigua condición en relación con el Imperio, es decir, una Iglesia no ya sometida a los poderes terrenales sino fuente de su titularidad y jueza de su legitimidad. 


			Es notorio que –aun revalorizando lo que se conoce como donación de Constantino y que apareció aproximadamente tres siglos antes– gracias a los veintisiete enunciados jurídico-canónicos del Dictatus papae,(17) Gregorio VII estableció una nueva eclesiología. 


			Entre los enunciados, hay algunos muy relevantes para la vida interior de la Iglesia en virtud de los cuales el papa fue elevado a monarca absoluto con un nivel de poder desconocido en las demás monarquías. Sin embargo, existen otros enunciados todavía más revolucionarios y que se refieren a la relación con el Imperio: “Solo el papa puede usar las insignias imperiales” (VIII); “Todos los príncipes tienen que besar el pie únicamente al papa” (IX); “Solo él tiene el poder de destituir a los emperadores” (XII); “Puede soltar el vínculo de fidelidad de los súbditos hacia los malvados” (XXVII). 


			Gregorio VII trató esos temas de forma aún más exhaustiva en una célebre carta dirigida formalmente al obispo de Metz (15 de marzo de 1081).(18) Se trataba en realidad de un manifiesto público para que todo el mundo pudiese entender. Sintiéndose más valiente debido a la invocación de la auctoritas de las Sagradas Escrituras, así como de los antecedentes históricos desde Constantino hasta Ambrosio y Gelasio, la carta contiene afirmaciones en absoluto revolucionarias para aquella época, como por ejemplo las que conciernen a la equiparación de los reyes a los cristianos ordinarios y al poder del rey, restando importancia a una institución de origen únicamente terrenal y algo intrínsecamente diabólica: 


			¿Acaso los reyes representan una excepción o ellos también forman parte del rebaño que el Hijo de Dios dejó en manos de Pedro? [p. 72] [...] El poder regio, es decir, un título creado por los hombres pertenecientes al mundo, los mismos hombres que no conocían a Dios. [74] [...] Llegando al término de su vida, cada rey cristiano pide humildemente la obra del sacerdote para esquivar el infierno [...] pero ¿quién entre sacerdotes y laicos ha implorado alguna vez por la obra de un rey de la tierra, para obtener la salvación de su alma a la hora de la muerte? [76]. Es notorio que la gloria y las ambiciones terrenales a menudo llevan a la soberbia [...] Por eso, es preciso darse cuenta del peligro de ser rey o emperador y de que eso sea algo terrible: muy pocos se salvaron entre los posesores de dicho cargo [77]. 


			Sin embargo, ya un año antes Gregorio VII tuvo la oportunidad de expresar conceptos similares dirigiéndose de forma directa a un soberano poderoso, es decir, a Guillermo el Conquistador (8 de mayo de 1080), quien ya era rey de Inglaterra y ostentaba vocaciones de plena autonomía con respecto al papado: 


			Si entonces, tenemos que representaros en presencia del Justo Juez en el día del terrible juicio [...] vuestra sabiduría juzgue diligentemente si debemos rendir cuenta por Vosotros en el terrible día del juicio ante el Juez supremo que no puede mentir [...] reflexionando si no debemos de proveer con mucho cuidado a vuestra salvación y si por vuestra misma seguridad no tuvieseis que obedecerme sin demora alguna, así de arribar en la tierra de los viventes.(19) 


			Gregorio IX, en el acto de asunción de su papado, inspirándose en aquellas teorizaciones quiso dirigir a Federico expresiones de tenor similar, invitándolo –por su propia eterna salvación– a ser diligente en apoyar a la Iglesia con fidelidad y obediencia.(20) En otra carta dirigida al mismo Federico, escribió de forma aún más explícita: “El vicario del príncipe de los apóstoles que tenía en todo el mundo el dominio sobre el sacerdocio y las almas, debía dominar de la misma forma sobre las cosas y los cuerpos”.(21) 


			En esa insistencia en el mando total del poder eclesiástico así como en la obediencia que se le debía en el marco del poder espiritual y temporal, se escondía una invitación a deponer su libertad personal, percibida como única oportunidad de salvación. En ella se hace referencia a un cruce de carácter eclesiológico y teológico; se trata de una confluencia que señala el tema final de la relación entre fe, libre albedrío y salvación. 


			Estas teorizaciones pontificias abrieron el camino a la Inquisición y fundaron el poder de sus ministros, a quienes era necesario obedecer para esperar la salvación, puesto que eran ellos mismos los depositarios de la Verdad. 


			Al tiempo de la Contrarreforma, el concepto fue muy elogiado gracias a unos rigurosos intérpretes (además de generar un amplio número de víctimas sacrificiales). Entre los pioneros, quien tuvo una gran reputación de predicador fue el franciscano Francesco Panigarola (1548-1594), cuyas palabras resultan ser especialmente ilustrativas: “Somos libres porque logramos descansar protegidos y vivir tranquilos, disfrutando de nuestras facultades bajo el cuidado paterno de nuestros sagrados inquisidores; además, no sentimos estrépitos de armas y guardamos intactas las mismas bases de nuestra salud, es decir, la fe”.(22) 


			La invención literaria de Fiódor Dostoyevski parece tomar inspiración precisamente de este contexto, a fin de dar vida al cuento potente y perturbante “Leyenda del Gran Inquisidor”, de cuyos labios emanan las siguientes palabras: 


			...y los hombres se han congratulado de verse de nuevo conducidos como un rebaño y libres, por fin, del don funesto que tantos sufrimientos les ha causado [...] nosotros aceptamos y, dueños de Roma y la espada de César, nos declaramos los amos del mundo [...] falta mucho para verla concluida; la tierra ha de sufrir aún durante mucho tiempo; pero nosotros conseguiremos nuestro objetivo, seremos el César y, entonces, nos preocuparemos de la felicidad universal [...] no serán verdaderamente libres, sino cuando nos hayan confiado su libertad.(23)


			En resumidas cuentas, en esas premisas se forjó el rol del papado como árbitro y custodio de la moralidad pública y por ello censor de actos y actitudes de los poderes seculares considerados no conformes al derecho natural-divino. 


			Se trata de un cambio con respecto al pasado, puesto que dicha función censora que ahora encuentra su institucionalización en el jefe de la cristiandad tenía lugar en reprimenda de individuales pastores fervientes. Se mencionan varios ejemplos: la célebre invectiva pública de S. Ambrosio contra Teodosio a causa de una cruel y cruenta represalia contra la población de Salónica; la reprobación por parte de algunos teólogos influyentes de leyes y costumbres que implicaban un régimen penal distinto con respecto al homicidio del libre ciudadano y del esclavo; la condena de la práctica de la acuñación de moneda, muy común entre las costumbres germánicas (con la previsión de un repertorio pormenorizado de monedas) y del uso de procedimientos probatorios, fundados en lo que se conoce como el juicio de Dios.(24) La firme condena de Adrián II a Carlos el Calvo acusado de crueldad hacia su propio hijo Carlomán y de rebelión (“bestiarum feritatem [...] contra propria viscera”)(25) parece inspirarse en esa misma lógica de paladín vigilante contra los excesos del poder. 


			En esta profundización de los antecedentes en los que se basaba la posición del papado del siglo XIII, no es posible omitir que la nueva eclesiología surgiese incluso del deseo de desquite, después de un largo tiempo de sumisión de la Iglesia al Imperio. 


			Gracias a su atención a los datos cuantitativos, un historiador americano ha expuesto muy claramente lo gravosa que fue la injerencia del Imperio en la vida de la Iglesia antes de la revolución gregoriana: entre los veinticinco papas que se sucedieron a lo largo de los cien años que anteceden al año 1059, veintiuno fueron nombrados directamente por el emperador y cinco de ellos fueron destituidos por él mismo.(26) 


			Volviendo a la época fridericiana, a fin de comprender mejor las razones de la hostilidad entre Gregorio IX y Federico, es preciso poner atención en el pensamiento y en los actos de Inocencio III (1160-1216), tutor de Federico en su niñez, gran jurista, sutil diplomático y político. 


			El papa –por medio del desarrollo de las premisas de la eclesiología innovadora de Gregorio VII– teorizó de forma oficial el poder de intervención de la autoridad espiritual in temporalibus, ratione peccati, fórmula acuñada por él mismo y destinada a tener mucha suerte. 


			Esta teorización se halla principalmente, también en su caso, en dos célebres cartas: la Novit,(27) dirigida al episcopado francés y que hacía referencia a la ruptura del juramento de paz entre Felipe Augusto y Juan de Inglaterra, y la Per venerabilem,(28) concerniente a la petición del conde de Montpellier de legitimar a los hijos adulterinos. En suma, sin adentrarnos demasiado en las complejas cuestiones teológicas, históricas y jurídicas, es posible declarar que en ellas, confirmando el principio gelasiano de la distinción entre los dos poderes, el papa Inocencio afirma, en efecto, que la intervención en las cuestiones temporales exclusivamente ante situaciones pecaminosas (casualiter, certis causis inspectis, rationes peccati) es un deber imprescindible de la Iglesia. Además, a fin de aclarar mejor su pensamiento, Inocencio respondió con palabras memorables a Felipe Augusto, que se quejaba por la injerencia papal en un asunto de carácter feudal, es decir, su enfrentamiento a Juan de Inglaterra: “No es nuestra intención expresar juicios sobre el feudo, puesto que eso le corresponde al rey, sino expresarlos con relación al pecado cuya censura corresponde sin duda alguna a nosotros, que podemos y debemos ejercerla hacia todo el mundo”.(29) 


			Desde finales del siglo XII y a lo largo de todo el siglo XIII, es decir, desde Inocencio III hasta Bonifacio VIII, esa compleja elaboración conceptual habilitará intervenciones punitivas concretas y específicas sobre los actos de los reyes, especialmente en materias delicadas: matrimonial, fiscal,(30) de expropiación(31) y de prescripción. En particular, Inocencio III no fue solamente un docto y sutil teórico de aquellas elaboraciones, sino también su primer hábil ejecutor en el ámbito político. Se recuerdan sus intervenciones de censura contra Felipe Augusto y el rey de Castilla por infracciones a las normas sobre el matrimonio, y además en contra de este último, incluso por haber arrancado un juramento injusto a la reina de Navarra; contra el duque de Austria por acciones injustas hacia Ricardo Corazón de León;(32) contra Felipe Augusto por vejaciones que perjudicaban a Juan sin Tierra; contra Pedro II de Aragón por denunciar un grave “escándalo” y ordenar una acción reparadora: el rey aragonés que había jurado irrequisito assensu populi mantener en circulación por un tiempo una moneda del padre la cual había sido legitimo pondere defraudata, será reprendido por medio de la decretal Quanto y liberado del vínculo “siendo aquella moneda a tal punto diminuta y depreciada que generaba grave escándalo en el pueblo”(33) (en la excomunión del 20 de marzo de 1239, entre las acusaciones dirigidas a Federico, Gregorio IX, de acuerdo con la intervención de Inocencio, le acusará incluso de falsificador por ordenar una muy fuerte devaluación el día 19 de julio de 1238, durante el asedio de Brescia). 


			Por último, es preciso recordar la invalidación de la Magna Carta de Juan sin Tierra, dispuesta por Inocencio III mediante la bula del día 24 de agosto de 1215, que incluye una de las más logradas teorizaciones del deber de intervención papal en asuntos interiores a un reino, a fin de refrenar aquellas actitudes políticas consideradas “pecaminosas”: 


			...los barones [...] incluso si el rey los hubiese oprimido de manera injusta, no habrían debido actuar contra él, en el papel de jueces y ejecutores a la vez, de la sentencia en su misma causa. Sin embargo, puesto que el Señor nos ha revelado a través de Jeremías “hoy te he dado autoridad sobre las naciones y sobre los reinos, para arrancar y para derribar, para destruir y para derrocar, para edificar y para plantar”. [...] en el nombre de Dios todopoderoso, [...] y en virtud de nuestra autoridad, [...] rechazamos ignorar esta malvada presunción y condenamos con fermeza este acuerdo, y bajo amenaza de excomunión le exigimos al rey que no se atreva a respetarlo y que los barones así como sus cómplices no requieran su respeto. Declaramos la carta nula y sin alguna validez para siempre, junto con todos los compromisos y las garantías que puedan confirmar su validez o que se originen de ella.(34) 


			La dura intervención de Inocencio III está conectada con un conjunto de razones ideológicas y prácticas: el rechazo a reconocer el rol de los barones, opuesto por su naturaleza al poder regio con valor teocrático; la indignación del señor feudal que pretende desarrollar un papel efectivo en “su” territorio sin tolerar entonces el hecho de ser suplantado o ignorado; la firme voluntad de tutelar las prerrogativas de la Iglesia con la pretensión de proteger a la monarquía de las trampas de los barones y concluyendo, la voluntad de sancionar una actitud juzgada extorsiva y por consiguiente perjudicial del principio natural del honeste vivere.(35) 


			Empero, existían incluso casos en que, según la interpretación del papa, el derecho natural chocaba con los consolidadas instituciones del derecho civil. Fue ese el caso de la prescripción. En las elaboraciones canonísticas se rechazaba el principio consolidado según el cual, a fin de validar la adquisición de un bien a través de la prescripción, solo fuera necesaria la buena fe del comprador en el momento inicial de la posesión sin que el estado de ánimo sucesivo tuviese relevancia alguna. Debido a la falta de importancia de la sucesiva mala fe, el instituto de la prescripción se consideraba opuesto al derecho natural. Más adelante(36) se profundizará el asunto con respecto al hecho de que Federico, sin dar importancia a esa posición, no dejó de prever casos de prescripción en su Constitución (Const. III, 38). 


			Para fortalecer su papel de garante de los derechos humanos, el papado no actuaba únicamente de forma represiva, como en los casos mencionados, sino incluso como solicitador de medidas concretas a los poderes seculares. Un claro fruto de dicho compromiso se identifica en la presencia de normas “humanitarias” en la Constitución Imperial promulgada por Federico, para solemnizar su coronación en la Basílica de S. Pedro (Constitutio in Basilica Beati Petri del 20 de noviembre de 1220). Es notorio que el texto fue preparado por la cancillería pontificia y Federico solo se limitó a avalarlo y promulgarlo como si fuera suyo, puesto que en aquel momento le resultaba muy conveniente. Pese a su enfoque en la defensa de los privilegios de la Iglesia (exenciones fiscales y jurisdiccionales para personas y bienes de la Iglesia) y de su papel de custodio de la ortodoxia, en su última parte el texto contiene incluso normas de carácter humanitario (protección de náufragos, extranjeros y agricultores) del todo incoherentes con respecto a las de la primera parte. 


			Se trata de una falta de cohesión muy discutida, comentada por De Vergottini con las siguientes palabras: 


			Eso sirve para demostrar lo difícil que era expresar un juicio quieto y verdaderamente tolerante sobre el papado de aquella época, que a pesar de estar caracterizado por teocracia, mundanización y prevalecientes intereses temporales, nunca tuvo rasgos de descuido de la misión esencialmente espiritual de la Iglesia.(37) 


			En el siglo XIII, después de Gregorio IX otros dos papas y grandes juristas, Inocencio IV y Bonifacio VIII, endurecerán aún más las relaciones con los poderes seculares aumentando el impulso hierocrático. Además, por lo que concierne al asunto de la fiscalidad por el cual los súbditos estaban más sometidos al albedrío de los gobernantes, el primero establecerá el principio –portador de muchos otros desarrollos– de la “necesidad” como única causa legitimadora de la imposición, con las consiguientes sanciones canónicas para los transgresores.(38) El segundo, por medio de la bula Unam Sanctam de 1302 explicitará sin dejar duda alguna el cambio hierocrático con declaraciones como la siguiente: “...la autoridad temporal debe estar sometida a la potestad espiritual”.(39) 


			Sin embargo, incluso al llegar al ápice de las teorizaciones hierocráticas,(40) con su prudencia la curia romana siempre intentará dar una de cal y otra de arena. En este sentido, es ilustrativa la carta de Bonifacio VIII escrita en ocasión del duro enfrentamiento con Felipe el Hermoso, cuyo objetivo principal –entre indignación y maravilla– era el de tranquilizar los poderes temporales mas sin renunciar a la reafirmación de una supremacía sin límites ratione peccati, sobre todo el mundo: 


			Somos expertos de derecho desde hace cuarenta años y todos sabemos que hay dos potestades ordenadas por Dios: entonces, ¿quién ha debido o podido pensar que hubiese o haya así de fatuidad e insipiencia en nuestras cabezas? Afirmamos que en ningún caso deseamos usurpar la jurisdicción del rey [...] Ni el rey ni cualquier otro feligrés puede negar el estar sometido a nosotros ratione peccati.(41) 


			Fue ese entonces el contexto político-teológico en el que se encontró y con el cual se amalgamó plenamente Gregorio IX. Con su carta de intimación del 5 de julio de 1231, él quiso probablemente recordar de forma implícita a Federico su potestas in temporalibus, es decir, ese “deber” de intervención para prevenir cualquier desviación de los principios inderogables del derecho natural-divino (“que no podemos tolerar en absoluto”)(42) a fin de evitar las lamentables sanciones consecuentes. 


			2.3. Temidas intromisiones en las competencias exclusivas de la Iglesia 


			El papado custodiaba atentamente algunas competencias jurisdiccionales concernientes a ciertas disciplinas, que según la tradición correspondían a la Iglesia. En el siglo XIII no era posible oponerse al hecho de que el legislador laico tuviese que ceder paso a la jurisdicción eclesiástica en el ámbito de la usura, el matrimonio, la familia y las herejías. 


			Una insospechada confirmación de cómo todo ello fuese opinión común nos la ofrecen los más estrictos opositores a las injerencias del papado en la vida de los Estados. En 1245 los “grandes” de Francia se reunieron a fin de cuestionar a su rey, el santo Luis IX, quien según ellos era culpable de una excesiva condescendencia hacia las injerencias de la Iglesia con respecto a los asuntos interiores del reino así como para obligarlo a enviar al papa un embajador con el objetivo de expresar su decepción. Matthieu Paris, cronista en ese tiempo y monje en la abadía inglesa de Saint Albans, muy crítico de la política de potencia del papado, citó en sus Chronica maiora la severa protesta de los barones franceses: 


			...en los restos de los castillos que fundamos, el clero asimila la jurisdicción de los príncipes seculares, a tal punto que los hijos de los servidores juzgan a los hijos de los libres ciudadanos según sus leyes, cuando en cambio, según las leyes de los primeros triunfadores, nosotros deberíamos juzgarlos [...] ellos nos procuran una condición peor de la que Dios había previsto para los gentiles a la hora de afirmar “Dad al César lo que es del César y a Dios lo que es de Dios”. Nosotros, los grandes del reino, que reflexionamos sobre el hecho de que el reino mismo no se haya obtenido en virtud del derecho escrito o de la soberbia del clero sino en virtud del padecimiento de los guerreros, ratificamos con compromiso jurado por parte de todos que ni clérigo ni laico en los tiempos futuros deberá de implicar a quienquiera que sea en presencia de un juez ordinario o delegado, a menos que se trate de herejía, matrimonio o usura. A los transgresores será infligida la pena de perder todos sus bienes junto con la mutilación de un miembro...(43) 


			Sin embargo, ¿por qué en aquel tiempo se había consolidado esa competencia exclusiva? La motivación se encuentra en el hecho de que esos asuntos concernían a los fundamentos de la fe o encontraban la expresión de su reglamentación en las fuentes bíblicas; en resumidas cuentas, debido a que en dichas disciplinas se realizaba la plena compenetración entre derecho natural-divino y derecho canónico. 


			Alano Ánglico, canonista que enseñaba en Bolonia a comienzos del siglo XIII, tratando las relaciones entre ley civil y ley canónica expresó de hecho una opinión común a la hora de admitir que la ley civil debía prevalecer en el foro secular, de no ser que fuera opuesta a la ley bíblica y al Evangelio, “tunc enim non valetut sunt legesde usuris et de divortiis”.(44) 


			2.4. La autonomía del legislador laico: obstáculo a la misión papal de guía suprema de la societas cristiana 


			El papa se preocupó mucho por la noticia de la preparación de la Constitución, incluso porque, debido a su naturaleza, sus complejas preocupaciones no se podían expresar de manera explícita. Además de aquellas relacionadas al asunto de los derechos y de los privilegios de la Iglesia del reino, que se intentará analizar más adelante, había incluso unas preocupaciones que se podrían definir como teológico-eclesiológicas, ya parcialmente examinadas. 


			Hacía siglos, las relaciones entre el papado y el imperio habían sido sometidas a un vaivén de recíprocas prevaricaciones e injerencias, al principio y por mucho tiempo por ventaja del imperio; sin embargo, tras la revolución gregoriana del siglo XI ellas estuvieron caracterizadas por progresivos cambios de posición. 


			Es notorio que ya un año antes Gregorio IX había encargado a Raimundo de Peñafort llevar a cabo un ambicioso proyecto: realizar una colección orgánica de elementos de derecho canónico, dotándola del sello de la autoridad del papa. Todo eso, un siglo después de la obra monumental de Graciano, que se impuso por su intrínseca autoridad pese a ser una compilación oficiosa. Según el intento del pontífice, la nueva obra debía ser mucho más que una colección de normas para el mero uso por parte de la Iglesia, ya que pretendía ofrecer las reglas de vida a toda la comunidad cristiana. Tres años más tarde, en 1234, el objetivo destacará de manera bastante clara entre las líneas de la bula Rex pacificus que mostrará su codificación: “A mis dilectos hijos doctores y discípulos de Bolonia”,(45) volviendo a proponer de forma nada casual el célebre fragmento programático de Ulpiano, puesto en el primer título del primer libro del Digesto: “Esas son las reglas del derecho: vivir honestamente, no dañar a nadie y dar a cada uno lo que es suyo”.(46) 


			Por lo tanto, la noticia de la preparación de un majestuoso código por parte de Federico atormentaba al papa no tanto porque aquel se le anticipara, y como ya se ha mencionado, viese su iniciativa ofuscada por aquella de su oponente, sino porque la iniciativa de Federico le parecía expresión de una peligrosa autonomía, capaz de anular por lo menos parcialmente su plan de ofrecer a todas las naciones cristianas un instrumento jurídico que colmara plenamente sus necesidades. Por supuesto, en aquella intención se escondía una inconfesable “aspiración al gobierno del mundo”(47) y por eso la intervención del papa tenía que hacer sentir al emperador, más que a un rey, la atenta presencia del papa mismo como soberano supremo del orbe cristiano.(48) Era ese entonces el estado de ánimo del papa a la hora de recibir las noticias concernientes al plan legislativo de Federico. 


			Ningún papa invocará expresamente –ni siquiera en pleno cenit hierocrático– su autoridad de legislador en utroque foro. Una opinión opuesta y no muy compartida, como se verá más adelante en este párrafo, es aquella recién expresada por Berman, quien considera que el Dictatus papae de Gregorio VII contendría una expresa pretensión de monopolio legislativo del papa para la societas christiana en su totalidad. 


			Es notorio que aquel papa, mediante la primera condena de las investiduras laicas, había puesto en marcha una imponente acción dirigida a liberar a la Iglesia de las fuertes injerencias del poder temporal, emprendiendo así el proceso de laicización. 


			El conflicto entre las dos potestades universales, papado e imperio, que desde la afirmación del primado del obispo de Roma habían logrado cierto equilibrio, gobernando la cristiandad con armonía (in spiritualibus e in temporalibus), había destruido bruscamente la manera en que la antigua convivencia se había delineado por primera vez durante el período constantiniano, renovándose en la época carolingia y poscarolingia. 


			La ruptura entre Regnum y Sacerdotium representó un gran trauma para la cristiandad y puso de manifiesto el contraste entre dos grandes personalidades de aquella época, es decir, los cardenales Pier Damiani y Uberto de Silva Candida. Para el primero –firme en el ideal del Sacrum Imperium, es decir, el ideal de unión inseparable de Imperio e Iglesia ambas con el mismo origen divino– era necesario prohibir toda actitud de estricta oposición y, por consiguiente, el rigor del austero monje lorense. 


			Para este último, la inseparable unidad espiritual de la cristiandad obligaba a toda potestad a estar sometida a la Iglesia a fin de evitar el triunfo del poder terrenal que desde Caín hasta el Anticristo cumple con su ministerio de injusticia, estableciendo la victoria de la Civitas Dei sobre el Corpus Diaboli.(49) 


			Como consecuencia de la crisis de la unidad teológica y carismática de imperio y papado, por un lado se aceleró e intensificó el proceso de clericalización e institucionalización de la Iglesia, y por otro, la laicización de la sociedad civil y de sus ordenamientos en la experiencia del derecho común.(50) 


			En total cohesión con la línea intransigente emprendida, el 15 de febrero de 1076, en pleno conflicto con Enrique IV, Gregorio VII utilizó la poderosa arma que había perfectamente concebido en el Dictatus: la excomunión y la destitución del emperador. La consiguiente reacción del ofendido fue muy dura, pues se ensañó contra la persona separándola de forma muy insólita de su dignidad papal. 


			En efecto, en una carta del 23 de marzo del mismo año escribió:


			Enrique, que no es rey por usurpación sino por sagrada consagración por parte de Dios, a Ildebrando ya no más papa sino monje embustero. Por tu vergüenza mereciste este saludo [...] no tuviste temor en levantarte contra el poder regio que Dios nos confirió [...] como si hubiésemos recibido de ti el reino, como si el reino o el imperio estuviesen en tus manos y no en aquellas de Dios.(51) 


			Empero, después de la excomunión y llevando sus teorizaciones a las extremas consecuencias, Gregorio VII no dudó en proclamar su asunción del cargo imperial “en sustitución”,(52) así como demuestran varios documentos de la época que llevan el siguiente encabezamiento: Domino nostro papa Gregorio romanum imperium tenente.(53) Fue así que a partir del césaropapismo de los siglos precedentes se llegó a la época del papocentrismo, para tomar en cuenta dos acepciones –caracterizadas por un éxito distinto– acuñadas por Justus Henning Boehmer,(54) eclesiasticista del siglo XVIII. 


			La inversión de posiciones se aclara incluso gracias al hecho de que, como ya se ha expresado,(55) el Imperio influenciaba las elecciones papales: tras la lucha de las investiduras será la Roma papal a hacer triunfar sus candidatos al Imperio (por ejemplo, Inocencio III será el principal artífice de la elevación de Federico al trono imperial).


			Sin embargo, el Dictatus papae incluye también el enunciado VII, que se refiere directamente al tema del ius condendi legem: “Solo a Él se le permite legiferar según las necesidades de la época”. 


			De todos modos, el enunciado ha sido interpretado como una afirmación con valor solo dentro de la organización de la Iglesia, es decir, como una afirmación según la cual en el contexto de la Iglesia solo al papa le correspondía promulgar leyes. 


			Hace poco tiempo, Harold J. Berman(56) interpretó dicho enunciado –al pie de la letra– como afirmación de la absoluta potestas legem condendi del papa dentro y fuera de la Iglesia. 


			La tesis no totalmente nueva de Berman(57) se ha enfrentado a numerosas críticas. En efecto, resulta difícil estar de acuerdo con la afirmación según la cual Gregorio VII mediante aquel enunciado haya deseado afirmar expresamente in utroque foro su plena y exclusiva potestas legem condendi. 


			La ille solus cuenta con un valor interno, en el sentido de que confirma que dicho poder le corresponde al papa y solamente a él o –según otra interpretación– que le corresponde a él solo, sin siquiera estar sometido a algún tipo de obligación de consulta interior.(58) En suma, se trata de la afirmación –aquí sin máscaras– de la más estricta monarquía absoluta. Una monarquía que pretende representar la culminación jerárquica de cada orden sagrada y profana para cumplir plenamente con la misión de salvación de todas las almas. 


			Por otra parte, la intervención papal en la producción legislativa de los príncipes seculares se aceptaba ab antiquo y a menudo se le exhibía por razones de conveniencia.(59) 


			En ese contexto no es osado considerar que para ampliar y consolidar gradualmente los espacios de influencia, Gregorio VII no rehúse el empleo de ambigüedades textuales y no desdeñase expresiones de doble significado, interno y externo, al ordenamiento canónico


			Se trata de una ambigüedad que, colocándonos a finales del siglo XIII, en un clima de fuertes teorizaciones hierocráticas, encontramos sublimada en la antigua y muy célebre metáfora reutilizada por Bonifacio VIII en su Liber Sextus (“Se considera que el papa guarde hondo en su corazón todos los derechos”).(60) 


			Liberándose de la larga sumisión al nuevo poder imperial romano-germánico, la eclesiología gregoriana se puso como objetivo poner al papado por encima de cada poder, otorgándole ante Dios la responsabilidad de la salvación de gobernantes y gobernados, cristianos e infieles, con el consiguiente poder de intervención a fin de reprimir cada acto o actitud juzgada como desviada. 


			Por supuesto, el papa era incuestionablemente el único juez de la legitimidad y oportunidad de sus propias intervenciones en el ámbito del poder temporal que no debían necesariamente ser represivas y sancionadoras, pero que más útilmente podían incluso ser preventivas, como justamente se produjo –según nuestra perspectiva– en el caso de la intimación de Gregorio IX. 


			Para ejercer mejor y más directamente su función de guía, como hemos visto, el papado tendía a vincular a las nuevas monarquías a través de una formal relación de sumisión feudal en muchas ocasiones aceptada positivamente por los nuevos príncipes a fin de legitimar y consolidar su posición interior. Empero, el papado no renunció a hacer respetar aquel primado totalmente espiritual y político que había teorizado como esencial para el desarrollo de su función, ni siquiera en su relación con las monarquías desprovistas de vínculo feudal. 


			La fórmula de sujeción feudal estaba caracterizada generalmente por márgenes de ambigüedad probablemente intencionales con respecto al título jurídico subyacente(61), que de forma implícita era la donación de Constantino, la que prudentemente por largo tiempo nunca fue mencionada. Es notorio que el acto a ella relacionado apareció en la segunda mitad del siglo VIII, pero la Iglesia evitó expresamente utilizarlo enseguida. Deberían pasar algunos siglos desde su aparición, confiando en que el tiempo, que otorga nobleza a cada cosa, hiciera su parte incluso con relación a un acto falso (así como la desenmascaró definitivamente el docto eclesiástico Lorenzo Valla a finales del siglo XV). 


			Con esas premisas, se sometieron a la máxima autoridad del pontífice la Bulgaria de Kalojan en 1203 y Aragón de Pedro II en 1204. De gran relevancia fue el caso de Portugal, ya feudo apostólico, cuyo soberano Sancho I en 1211 aceptó de manera formal el principio de subordinación de todas las leyes seculares a las leyes canónicas.(62) 
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